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Sumario: 1-La acción de amparo por mora consagrada en el art. 52 de la Constitución Provincial y regulada por ley 8508, constituye un instrumento instituido en protección del administrado en su relación con la administración, cuando ésta ejerce función administrativa. Su procedencia la existencia de una situación objetiva de incumplimiento de la administración en un plazo determinado, siempre que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo y que sea imputable a un funcionario, repartición o ente público administrativo. (Voto de los Dres. Suárez abalos y Gutiez). 2- El reclamo en virtud del cual se solicita la reglamentación de una ordenanza municipal, no puede ser viabilizado a través de una amparo por mora, pues la pretensión esgrimida no procura obtener el dictado de un acto administrativo sino el cumplimiento de una obligación de hacer, y ello resulta materia ajena al remedio intentado. (Voto de los Dres. Suárez abalos y Gutiez). 3- El ejercicio de la actividad reglamentada por el D.E.M. constituye una obligación cuyo incumplimiento pude generar al administrador la efectivización de responsabilidades funcionales de distinta naturaleza, pero la omisión en tal sentido en modo alguno habilita al particular para promover la acción de amparo por mora, pues esta supone un deber resolver por parte de los funcionarios o entes públicos, en tanto se trata de actividad administrativa con efectos individuales y directos, único caso en que se puede afectar un derecho subjetivo o interés legitimo. .(Voto de los Dres. Suárez abalos y Gutiez). 4-El hecho de que la ordenanza cuya reglamentación se persigue, prevea la posible adjudicación del servicio de estacionamiento de automóviles a título de concesión o de permiso, evidencia que el amparista sólo puede abrigar una expectativa a que se disponga el llamado la licitación a fin de efectuar su oferta o efectuar dicho permiso, por lo que en manera alguna cabe al patrocinante invocar la titularidad de derecho subjetivo o interés legítimo al respecto que lo legitime para ejercer la acción intentada. (Voto de los Dres. Suárez abalos y Gutiez). 5-La actividad reglamentaria de la administración no encuadra dentro del concepto de función administrativa, sino que enmarca dentro de las funciones co-legislativas del órgano ejecutivo, es decir, en su zona de reserva ajena por definición a la injerencia del Poder Judicial. Siendo ello así, y habiéndose peticionado que se ordene al órgano administrativo que ejerza la facultad reglamentaria que le fue delegada, lógico es concluir que la demanda incoada es rechazada.(Voto del Dr. Cafferatas, por sus fundamentos). 

Texto: En la ciudad de Córdoba, a nueve días del mes de febrero de dos mil cuatro, siendo las nueve y quince horas, se reúnen en acuerdo público los señores Vocales integrantes de esta Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, doctores Pilar Suárez Abalos de López, Angel Antonio Gutiez y Juan Carlos Cafferata y, bajo la presidencia de la primera de los nombrados, a los fines de dictar sentencia en estos autos caratulados "COOPERATIVA DE TRABAJO DE LOS NARANJITAS LIMITADA C/ MUNICIPALIDAD DE CORDOBA - AMPARO POR MORA" (expte. letra "C", n° 26, iniciado con fecha 15 de septiembre de 2003), procediendo a fijar las siguientes cuestiones a resolver: PRIMERA CUESTION: ¿Es procedente la acción de amparo por mora interpuesta? SEGUNDA CUESTION: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? Conforme lo dispuesto previamente por el Sr. Presidente y de acuerdo al sorteo que en este acto se realiza, los señores Vocales votan en el siguiente orden: Dres. Pilar Suarez Abalos de López, Juan Carlos Cafferata y Angel Antonio Gutiez.- A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SRA. VOCAL DRA. PILAR SUAREZ ABALOS DE LÓPEZ, DIJO: 1) A fs. 1/5 comparece Walter Ceferino Gustavo Mansilla, en carácter de Presidente del Consejo de Administración de la Cooperativa de Trabajo de los Naranjitas Limitada, interponiendo demanda de amparo por mora en contra de la Municipalidad de Córdoba, de acuerdo con lo establecido por el art. 1 de la ley 8508, solicitando se libre mandamiento de pronto despacho a fin de que la demandada se expida respecto del reclamo administrativo interpuesto que tramita en expediente n° 908082/2002.- Expresa el compareciente que es desocupado, concesionario titular del Servicio Público de Estacionamiento de Automoviles de la Ciudad de Córdoba desde 1977 y único autor intelectual del texto de la Ordenanza Municipal Nº 10.425/01. Advierte que, a tenor de lo dispuesto por el art. 22 de la referida ordenanza, ésta debía reglamentarse por el Departamento Ejecutivo en un plazo no mayor de tres meses computado desde la sanción de la misma. Manifiesta que, con fecha 12/07/2002, mediante presentación efectuada ante la Mesa de Entradas del CPC de Barrio Empalme, solicitaron al Sr. Intendente Municipal de la Ciudad de Córdoba la reglamentación de la ordenanza Municipal Nº 10.425 que fuera sancionada el 07/08/2001. Aduce que el reclamo en virtud del cual se solicita la reglamentación de la citada ordenanza se funda en la dificil situación social y económica en la que se encuentran inmersos los mil socios de la Cooperativa, quienes se encuentran afectados por el desempleo. Agrega que, no obstante haber presentado pronto despacho con fecha 05/05/03, no ha obtenido respuesta alguna, habiendo vencido con exceso el plazo legal para que la demandada se pronunciara acerca del reclamo administrativo interpuesto, por lo que queda configurada de esta forma la situación objetiva de demora que hace procedente la presente acción.- Refiere que la presente demanda se funda en los arts. 23, 39, 40 y 41 de la Constitución Provincial; en los arts. 67 y 69 de la Ordenanza Municipal Nº 6904 concordante con la Carta Orgánica Municipal de la Ciudad de Córdoba; y los arts. 7, 8, 63, 67 inc. g, 71 y 93 de la ley Nº 6658. Destaca que la mora de la administración pública municipal afecta sus derechos constitucionales como ciudadano y como concesionario del Servicio Público Municipal de Estacionamiento Medido. Ofrece prueba documental e instrumental acompañando copia de la presentación de fecha 12/07/2002 que diera inicio al expediente N° 908082/2002; de la solicitud de pronto despacho de fecha 05/05/2003; del acta constitutiva, estatuto social y actas n° 147, 159 y 160 de la Cooperativa de Trabajo de los Naranjitas Limitada; copia de una autorización municipal mediante la cual el Sr. Mansilla dice acreditar el carácter de concesionario del servicios público municipal de estacionamiento, copia del expediente municipal N° 843470/2001, copia de la ordenanza municipal N° 10.425/2001, copia del Decreto Municipal N° 1889 de fecha 27/08/2001, copia del proyecto de resolución N° 21982/2002 propuesto por el bloque de concejales del vecinalismo, fotocopia de la Carta Documento de fecha 27/09/1994 dirigida a la empresa Ciucor S.A. Solicita, en definitiva, se haga lugar a lo requerido, librándose mandamiento de pronto despacho a fin de que la Administración se expida, con costas. 2) A fs. 45 se deja constancia por decreto de fecha 23/10/03, de haberse cumplimentado con la notificación dispuesta por el art. 18 de la ley 9078 (último párrafo), aplicable según lo dispuesto en el art. 19 de la Ordenanza Municipal N° 10585, ordenando en consecuencia se prosiga con el trámite de la causa. Por la misma providencia fue emplazada la contraria a producir el informe sobre la mora objeto del amparo. 3) La accionada comparece a fs. 48/52 solicitando el rechazo de la demanda de amparo por mora de la administración con costas a cargo del actor. Aduce la demandada que la acción de amparo por mora constituye un medio de protección del administrado ante la administración, cuando ésta ejerce una función administrativa cuyo objeto es tutelar el derecho a peticionar a las autoridades que lleva implícito el de obtener una respuesta expresa, que satisfaga lo peticionado o bien le permita utilizar las vías impugnativas administrativas en caso que no esté de acuerdo con dicha respuesta. Destaca que el referido instituto procede cuando media una omisión de pronunciamiento de la administración frente a una petición de un particular legitimado al efecto, e infiere que para que pueda haber amparo por mora de la administración debe haber un deber incumplido por parte de ésta y un reclamo de un particular que se encuentre legitimado. Enfatiza que ambos presupuestos para la acción de amparo por mora: el deber concreto impuesto por una norma de la administración y la afectación de un derecho subjetivo o un interés legítimo del actor, no concurren en este caso y por lo tanto considera que la acción intentada resulta improcedente debiendo ser rechazada. Adivierte que la presentación que motiva la presente acción ha sido efectuada por el actor sin demostrar un derecho subjetivo o interés legítimo vulnerado, y agrega que los amparistas pueden tener un interés simple en que se reglamente la ordenanza como ex concesionarios del servicio que se regula pero de ninguna manera un derecho subjetivo o un interés legítimo vulnerado. Señala asimismo que no existió mora o incumplimiento de ninguna naturaleza por parte de la accionada que pudiera lesionar o conculcar derechos adquiridos de los reclamantes. Destaca que la pretensión de los amparistas, al solicitar se reglamente una ordenanza, no tiene su correlato en la ley aplicable al caso, ya que la acción de amparo tiene por finalidad obtener una respuesta expresa, que satisfaga lo peticionado o bien le permita utilizar las vías impugnativas en caso que no esté de acuerdo con dicha respuesta. Remarca que la presentación de la amparista no conduce al dictado de un acto administrativo por parte de la administración en razón de que el actor solo persigue el cumplimiento de una obligación de hacer - que se reglamente una ordenanza – lo que es materia ajena a la acción de amparo intentada, debiendo canalizarse por las vías procesales pertinentes y cita jurisprudencia en tal sentido de esta Excma. Cámara en los autos “Tomatis Victor S. C/ Mun. De Cba – Amp. Por mora” (Sent. Nº 19 del 9/3/00). Finalmente la accionada concluye que no existió mora o incumplimiento de ninguna naturaleza que pudiera lesionar o conculcar algún derecho del reclamante que dependiera del actuar municipal y agrega que la acción de amparo por mora de ningún modo puede convertirse en un medio procesal para ajercer un control sobre los actos de la administración, ni para revisarlos, ni para cuestionar su legalidad o conveniencia. 4) A fs. 53 es dictado el decreto de autos y, una vez firme, queda la presente causa en estado de ser resuelta. 5) Tal como esta Cámara lo tiene dicho en jurisprudencia invariada, la acción de amparo por mora consagrada en el art. 52 de la Constitución Provincial y regulada por ley 8508, constituye un instrumento instituido en protección del administrado en su relación con la administración, cuando ésta ejerce función administrativa, requiriéndose para su procedencia la existencia de una situación objetiva de incumplimiento de la Administración en un plazo determinado, siempre que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo (art. 1 ley 8508) y que sea imputable a un funcionario, repartición o ente público administrativo que actúe "en ejercicio de la función administrativa" (art. 2 ib.). La sentencia que admite la acción, deberá contener el "mandamiento de cumplir el deber dentro de un término prudencial" (art. 10 ib.) -dictado de acto expreso- dirigido al funcionario, repartición o ente público administrativo, resultando irrelevante que el tenor del acto satisfaga o no al interesado quien, en su caso, podrá hacer uso de los remedios administrativos y judiciales pertinentes. Asimismo, resulta ajena a esta acción toda pretensión destinada a obtener el cumplimiento de obligaciones de dar, de hacer o de no hacer, y de aquéllas derivadas de la ejecución de una resolución ya adoptada.- 6) Hechas estas consideraciones de carácter general y adentrándome en el estudio de la causa, advierto que la calidad de concesionario del servicio en cuestión que la actora confusa y contradictoriamente invoca, no ha sido probada en absoluto. Además de ello, a poco que analicemos las constancias de autos y el texto de la Ordenanza Nº 10.425/01 cuya reglamentación exige, surge que la actora carece de la legitimación activa que exige el art. 1º de la Ley 8508 para interponer la acción que aquí se intenta. En efecto, la ordenanza citada establece el régimen legal para el sistema de estacionamiento medido y/o controlado en la vía pública, para la zona geográfica y/o franja horaria no afectada al contrato de concesión del servicio celebrado entre la Municipalidad y CIUCOR. La posible adjudicación que se prevé de tal servicio, a título de concesión, previa licitación pública (arts. 7 a 13); o de permiso (arts. 14/18) -lo que resulta facultativo para el D.E. Municipal, que lo otorgará por decreto siempre y cuando el solicitante reúna los requisitos establecidos para el régimen de concesión- evidencia que la actora sólo puede abrigar una expectativa a que se disponga el llamado a licitación a fin de efectuar su oferta, o a obtener el permiso del caso. Con puesta en acto de la preferencia establecida por el art. 8º inc a) de la ordenanza en cuestión, una vez dispuesta por la autoridad competente la prestación del servicio por concesión, y en la medida en que se cumplimenten todos los requisitos allí impuestos. El deber de resolver de los funcionarios o entes públicos "en todos los casos en que actúen en ejercicio de función administrativa" (art. 2º in fine ley 8508), lo es en tanto se trate de actividad administrativa con efectos individuales y directos, único caso en que su omisión puede afectar un derecho subjetivo o interés legítimo (art. 1º in fine ley 8508). Claramente carece la actora de tales situaciones jurídico subjetivas administrativas, en cuanto al ejercicio de la actividad reglamentaria del D.E. Municipal respecto de la ordenanza de que se trata. Ésta es en todo caso una obligación cuyo incumplimiento puede generar al administrador la efectivización de responsabilidades funcionales de distinta naturaleza y por otras vías que no son la del amparo por mora de la administración. Asimismo, en el caso, se pretende el cumplimiento de una obligación de hacer, que es, también por esta razón, materia ajena al instituto que regula la ley 8508. Por lo expuesto es que a la primera cuestión me pronuncio negativamente. A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA, DIJO: La Cooperativa de Trabajo de los Naranjitas Ltda., a través de su presidente, promueve demanda de amparo por mora pretendiendo se emplace a la Municipalidad de Córdoba para que su Departamento Ejecutivo se pronuncie respecto del reclamo administrativo tramitado en expediente administrativo 908.082/02, reglamentando la ordenanza 10.425. Como dije en mi voto que, con la adhesión de mis colegas diera lugar a la sentencia N° 6 de fecha 13-2-99, dictada en autos “Hurtado c/ Provincia”, “... para la procedencia del amparo por mora se exige que el actor se encuentre en una situación jurídico subjetiva de carácter administrativo, ocurrida en las relaciones del administrado con la Administración en ejercicio de función administrativa. El deber concreto omitido por la legitimada pasiva (arts. 1 y 2, ley 8508) debe concretarse en el dictado de un acto con potencial aptitud para afectar un derecho subjetivo o un interés legítimo de carácter administrativo”. La actividad que se pretende obtener mediante la presente acción no encuadra dentro del concepto de “función administrativa”, sino que se enmarca dentro de las atribuciones colegislativas del órgano ejecutivo, es decir, en su zona de reserva ajena por definición a la injerencia del Poder Judicial (ver art. 2, inc. a, de la ley 7182). Como ha sostenido en caso similar la Cámara Nacional Federal en lo Contencioso Administrativo sala II, “Lo peticionado por la parte actora – que se ordene al órgano administrativo que ejerza la facultad reglamentaria que le fue delegada – excede las atribuciones del Poder Judicial de la Nación en tanto esa facultad está reservada al Poder Ejecutivo e integra la llamada “zona de reserva de la Administración”. La potestad reglamentaria es privativa de ese poder, quien puede o no ejercerla teniendo en cuenta razones de oportunidad, mérito o conveniencia, lo que está excluido de la revisión judicial porque integra la llamada zona de reserva de la Administración. Lo contrario supone necesariamente la injerencia en asuntos que están reservados a otro poder e implica alterar la división de funciones que confiere nuestro sistema constitucional a cada uno de los órganos que ejercen el poder estatal. (“Actualidad en el derecho público” N° 8 pág. 246). Considero, por tanto, en coincidencia con el voto que me precede, que la demanda debe ser rechazada, con costas. A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL ANGEL ANTONIO GUTIEZ, DIJO: A mi juicio, es correcta la solución dada por la Sra. Vocal de primer voto a la presente cuestión. Por ello haciendo míos sus fundamentos y conclusiones, voto en igual sentido. A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SRA. VOCAL DRA. PILAR SUÁREZ ABALOS DE LÓPEZ, DIJO: Considero corresponde: I.- Se rechace la demanda de amparo por mora promovida por la Cooperativa de Trabajo de los Naranjitas Limitada en contra de la Municipalidad de Córdoba.- II.- Se impongan las costas a la actora (art. 10 de la ley 8508) y se regulen los honorarios de la Dra. María Soledad Molina, por la demandada, en el equivalente a cuarenta jus (art. 90 de la ley 8226), por su condición de Responsable No Inscripta ante el I.V.A. y del Dr. Daniel Hansen, por la parte actora, en el equivalente a cuarenta jus (art. 90 de la ley 8226), por su condición de Responsable No Inscripto ante el I.V.A. Así voto. A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA, DIJO: A mi juicio, es correcta la solución dada por la Sra. Vocal preopinante a la presente cuestión. Por ello haciendo mías sus conclusiones, voto en igual sentido. A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL ANGEL ANTONIO GUTIEZ, DIJO: A mi juicio, es correcta la solución dada por la Sra. Vocal de primer voto a la presente cuestión. Por ello haciendo mías sus conclusiones, voto en igual sentido. Por el resultado de los votos emitidos, SE RESUELVE: I.- Rechazar la demanda de amparo por mora promovida por la Cooperativa de Trabajo de los Naranjitas Limitada en contra de la Municipalidad de Córdoba.- II.- Imponer las costas a la vencida, regulando los honorarios de la Dra. María Soledad Molina, por la parte demandada, en la suma de pesos novecientos ochenta con cuarenta centavos ($980,40), por su condición de responsable no inscripto ante el I.V.A. y del Dr. Daniel Hansen, por la parte actora, en la suma de pesos novecientos ochenta con cuarenta centavos ($980,40), por su condición de responsable no inscripto ante el I.V.A., Protocolícese y dése copia. Con lo que terminó el acto que firman los Sres. Vocales. 
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